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Poder Judicial de la Nación

JUZGADO CRIMINAL Y CORRECCIONAL FEDERAL 8

CFP 2604/2022

Buenos Aires, 28 de noviembre de 2025
AUTOS Y VISTOS:
Para resolver en la presente causa nro. 2604/2022, del registro

de este Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional Federal N° 8,
Secretaría N° 15, y respecto a la situación procesal de:  1) Luis Simón

 (argentino, Bechis titular del DNI N° 14.339.035, hijo de Roberto y Eulogia
Gugarcinda Avila, casado, que sabe leer y escribir, jubilado, nacido el 13 de
diciembre de 1961 en el pueblo de Laguna Larga, provincia de Córdoba,
con domicilio real en calle De la Plaza nro. 3438 de la ciudad de Ushuaia,
provincia de Tierra del Fuego y constituido en la Defensoría Oficial a cargo
de la Dra. Florencia Plazas,   (argentino, 2) Daniel Oscar Vidal titular del
DNI N° 22.652.698, hijo de Daniel Vidal Guzmán y Stella Maris Fullanna,
divorciado, que sabe leer y escribir, empleado judicial, nacido el 02 de mayo
de 1972 en la ciudad de Ushuaia, provincia de Tierra del Fuego, con
domicilio real en calle Las Margaritas nro. 367 de la ciudad de Ushuaia,
provincia de Tierra del Fuego, y constituido en la Defensoría Oficial a cargo
de la Dra. Florencia Plazas y   (argentino, 3) Lucas Méndez Stiglich titular
del DNI N° 31444066, hijo de Carlos Enrique y Gabriela Lastiri,
divorciado, que sabe leer y escribir, empleado judicial, nacido el 26 de enero
de 1985 en esta ciudad con domicilio real en calle María Elena Walsh nro.
4366 de la ciudad de Ushuaia, provincia de Tierra del Fuego y constituido
en la Defensoría Oficial a cargo de la Dra. Florencia Plazas.

Y CONSIDERANDO:
I. INICIO DE LA CAUSA
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Que la presente causa inició el día 5 de agosto de 2022, a raíz
de la denuncia efectuada por Julio Piumato, en su carácter de titular de la
Unión de Empleados Judiciales de la Nación (en adelante UEJN), ante la
Excma. Cámara de Apelaciones de este fuero.
                 En la presentación, imputó a Luis Simón Bechis, Daniel Oscar
Vidal y a Lucas Gustavo Méndez Stiglich, quienes al momento de la
denuncia ocupaban los cargos de Secretario General, Secretario de Finanzas
y Secretario Gremial la Seccional N° 1 de Tierra del Fuego, Antártida e
Islas del Atlántico Sur de la UEJN, por la presunta comisión del delito de
administración fraudulenta.

La maniobra, según lo manifestado en su escrito, consistió en
que Bechis y Vidal habrían otorgado préstamos con variadas tasas de
interés, en paralelo al sistema formal de créditos que facilitaba la UEJN,
para lo cual se utilizaron fondos propios de la institución, causando un
perjuicio patrimonial de aproximadamente once millones de pesos (ver
denuncia de fecha 05/08/2022).

Asimismo, expresó que Lucas Méndez Stiglich estaba
encargado de administrar el alquiler de los departamentos pertenecientes a
la UEJN, el primero, ubicado en la calle Las Margaritas nro. 266 y el
restante, en la calle Hol Hol nro. 1257, ambos en la ciudad de Ushuaia,
provincia de Tierra del Fuego, cuya locación eran ofrecidos a personas
ajenas al gremio, mediante la plataforma Booking.com., circunstancia que
implicó una desviación en el uso patrimonial de la UEJN (ver ampliación de
denuncia del día 20/09/2022).

II. TRAMITE DEL EXPEDIENTE
Una vez radicada la denuncia ante este juzgado, se corrió vista

a la Fiscalía Nacional en lo Criminal y Correccional Federal N° 11 en los
términos del artículo (art.) 180 del Código Procesal Penal de la Nación

http://booking.com
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(C.P.P.), oportunidad en la que, su titular, impulsó la acción penal y solicitó
a la UEJN la remisión de la documentación a la que hizo referencia en el
escrito de denuncia (ver requerimiento de fecha 16/08/2022).

En simultáneo, la UEJN, constituida como querellante, aportó
la siguiente documentación: Anexo I) capturas de pantalla de
conversaciones mediante  de afiliados con Daniel VidalWhatsapp
solicitando préstamos dinerarios, junto con comprobantes de transferencia;
Anexo II) detalle de los pagos efectuados por la UEJN a la Seccional N° 1
durante el periodo 7/2021 al 5/2022; Anexo III) correo electrónicos de
Lucas Méndez Stiglich, en su carácter de Secretario Gremial, al Superior
Tribunal de Justicia de Tierra del Fuego (como organismo a cargo de la
retención de haberes) al que remitió los descuentos mensuales a efectuar en
concepto de “Servicios Sociales” y “Créditos Banco Ciudad”,
correspondientes al período del 16/07/2021 al 16/05/2022; Anexo IV)
reflejo de la página app.uejnseccional1.com.ar con extractos de “prestamos”
de distintas categorías y “acta de acuerdo solución habitacional”; Anexo V)
informe de auditoría interna contable de la UEJN; Anexo VI) movimientos
bancarios de la cuenta nro. 00228100120-00 del Banco de Tierra del Fuego
perteneciente a la Seccional N° 1 de la UEJN; Anexo VII) estatuto de la
Unión, aprobado mediante resolución nro. 892/2019 del Ministerio de
Producción y Trabajo de Nación; Anexo VIII) Créditos a depositar Banco
Ciudad Julio 2021 – Mayo 2022; y Anexo IX) descuento de haberes en
concepto “servicios sociales” del periodo julio 2021 a mayo 2022.

Por otro lado, se dispuso recibir declaración testimonial a Maia
Volcovinsky (secretaria de Administración Nacional de la UEJN), Carlos
Bell, Estefanía Burgos (auditores contables) y Federico Villone (interventor
de la Seccional N° 1).

http://app.uejnseccional1.com.ar
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En esa dirección, Volcovinsky, refirió que tomó conocimiento
de los hechos denunciados durante recorridas nacionales previas a las
elecciones gremiales, que se realizaron día 17 de mayo de 2022, al recibir
denuncias de afiliados de Tierra del Fuego sobre irregularidades en el
manejo de préstamos y conductas abusivas de miembros de la seccional
local. Explicó que, la Comisión Directiva Nacional, decidió intervenir la
Seccional N° 1 tras las elecciones, en virtud de esas denuncias y de la
facultad prevista en el estatuto sindical.

Así, relató que, el 8 de junio de 2022, se presentó en Ushuaia
con los auditores Carlos Bell, Estefanía Burgos, y Federico Villone, e indicó
que la intervención fue notificada ante la policía y el Tribunal Superior de
Justicia de Tierra del Fuego.

En la sede, se encontraron con Elizabeth Condori, empleada de
la Seccional, quien les permitió tomar vista del ordenador en la que
trabajaba, y les exhibió el sistema informático que allí se utilizaba, ajeno a
la UEJN nacional, en la que se pudo cotejar que contaba con una solapa
exclusiva para los préstamos.

De este modo, mientras imprimían documentación del sistema
informático de préstamos, ingresó violentamente Lucas Méndez junto con
quien dijo sería su hermano, los que habrían agredido al personal para
apoderarse del dispositivo.

Afirmó que, la policía al presentarse, entregó el equipo a
Bechis (quien llegó con posterioridad a Méndez Stiglich), situación que
describió como parte de una connivencia. Posteriormente, fue radicada la
denuncia por estos hechos que, conforme manifestó Piumato en su
ratificación, tramitó ante el Juzgado de Instrucción N° 3 del Distrito Judicial
Sur de la provincia de Tierra del Fuego, y el equipo fue recuperado
mediante allanamiento judicial.
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Volcovinsky señaló que, de la información obtenida, se pudo
obtener el registro de préstamos otorgados a miembros de la comisión local
y sus allegados, en condiciones ventajosas respecto de los demás afiliados,
utilizando fondos sindicales, cuyos créditos irregulares habrían generado un
pasivo estimado en $11.000.000 y que los inmuebles del gremio fueron
utilizados con fines comerciales a través de la plataforma “Booking.com”.

Por último, al ser consultada sobre el modo en que la seccional
obtenía sus fondos, manifestó que allí se recaudaba la cuota sindical,
compuesta por el 2% de los haberes del afiliado, y de esa recaudación se
transfería el 30% a la Tesorería Nacional para componer la coparticipación
sindical, expresada en el estatuto, como fondo para las inversiones de
crecimiento del gremio (ver declaración del día 23/08/2022).

Por otro lado, Carlos Bell, manifestó desempeñarse como
contador público y auditor externo de la UEJN desde hacía 22 años, y relató
que fue convocado por la Comisión Directiva para realizar una auditoría en
la Seccional N° 1 de Ushuaia ante la detección de irregularidades
financieras. Explicó que, la auditoría, se dispuso junto con la intervención
de la seccional, y que viajó a aquella ciudad, acompañado por Burgos,
Volcovinsky y Villone.

Describió que, al ingresar al local de la seccional, procedió a
revisar documentación y una notebook con un sistema de créditos. Así fue
que, cuando parte del equipo concurrió al Tribunal Superior a notificar la
intervención, irrumpió violentamente Lucas Méndez junto a su hermano,
quienes intentaron sustraer la computadora.

Dijo que, durante el forcejeo, recibió un golpe de puño que le
produjo un corte en el ojo izquierdo con daño permanente, e indicó que la
policía arribó al lugar, sin embargo, el ordenador, fue finalmente entregado
a los agresores, aunque luego recuperado por orden judicial.

http://booking.com


#36875888#482352906#20251128100759336

Del mismo modo, Estefanía Burgos, dijo ser auditora interna de
la UEJN y congresal de la Regional N° 10 del Cuyo, y explicó que su
función consistía en controlar las rendiciones contables de las regionales y
seccionales del gremio, velando por la transparencia y documentación de los
ingresos y egresos. Señaló que, las seccionales y regionales, se financiaban
mediante la coparticipación de las cuotas sindicales de los afiliados,
administradas por la Tesorería Nacional, y que ninguna de ellas estaba
facultada para otorgar préstamos directos a los afiliados.

Indicó que fue convocada por la Comisión Directiva Nacional
para realizar una auditoría en la Seccional N° 1 de Tierra del Fuego, ante la
existencia de presuntas irregularidades. Relató que, el 8 de junio de 2022, se
presentó junto al equipo auditor en la sede de la seccional, donde se revisó
documentación y una notebook que contenía un registro de préstamos
otorgados a afiliados, algunos denominados “préstamos Luis”, y agregó que
no hallaron documentación respaldatoria de los ejercicios 2021 y 2022, sólo
hasta 2019/2020.

Fue coincidente con los otros testimonios, respecto a la
irrupción de Méndez Stiglich y su hermano a la seccional durante la
intervención y los hechos de violencia que ocurrieron en aquella ocasión,
como así también que, el personal policial, habría permitido que Méndez se
retirara con la computadora en su poder.

Agregó que, la auditoría, quedó suspendida ante la falta de
documentación y destacó la observación por los que los inmuebles
gremiales destinados al turismo de afiliados, eran alquilados a terceros a
través de la plataforma “Booking.com” (ver declaración del día 30/08/2022).

Asimismo, Federico Villone, empleado judicial y designado
interventor en la Seccional N° 1 de Tierra del Fuego de la UEJN, declaró
que asumió el cargo tras denuncias por irregularidades en el otorgamiento

http://booking.com
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de préstamos a afiliados sin sustento legal, ni respaldo financiero, y que a
partir de dicha intervención, constató la existencia de préstamos otorgados
discrecionalmente con fondos provenientes de las retenciones de haberes de
los propios afiliados, halló además, una planilla digital denominada
“Préstamos Luis”, presumiblemente en alusión a Luis Bechis.

Por otro lado, efectuó su versión en orden al episodio ocurrido
el 8 de junio de 2022, cuando Méndez Stiglich y su hermano, irrumpieron
violentamente en la sede y se llevaron la computadora con dicha
información, luego recuperada por orden judicial.

Señaló que, en el marco de la intervención, se suspendió el
cobro de los préstamos irregulares, por un monto aproximado de
$11.000.000, y que se verificó un manejo discrecional de bienes gremiales,
incluyendo reservas de inmuebles a través de plataformas abiertas al
público, en perjuicio de los afiliados.

Además, explicó que, en el esquema gremial las seccionales
obtienen fondos de los descuentos efectuados por los superiores tribunales
de justicia provinciales y transfieren parte a la Tesorería Nacional de la
UEJN.

Por último, precisó que la UEJN mantenía convenios
financieros únicamente con entidades autorizadas (Banco Ciudad y
Cooperativa Cuenca), sin facultades para otorgar préstamos directos, y que
la investigación interna de los hechos continuó a cargo de la Secretaría de
Protección Individual de la Comisión Directiva Nacional del sindicato (ver
declaración del día 30/08/2022).

Con posterioridad, y en ocasión de ampliar su testimonio,
manifestó que su labor, como interventor de la Seccional N° 1, finalizó el 16
de febrero de 2023, y señaló que los afiliados dependían materialmente del
gremio a través de préstamos irregulares, lo que generaba un estado de
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sometimiento y temor ante posibles represalias, además de un
desconocimiento generalizado de las normas que rigen la actividad sindical.
Asimismo, recordó que la normativa aplicable sobre los vínculos financieros
del gremio y sus afiliados prohibía el otorgamiento de beneficios
económicos directos.

Detalló que persistía un pasivo aproximado de $10.000.000 por
préstamos no recuperados -la mayoría vinculados a los imputados Méndez
Stiglich, Vidal y sus allegados-, y otro de $3.000.000 correspondiente a los
acuerdos con comercios locales, en virtud de compras realizadas por
afiliados con descuentos de haberes autorizados por el Superior Tribunal de
Justicia.

Respecto de los inmuebles gremiales, indicó que continuaron
en alquiler a personas ajenas al sindicato, y se constató que una empleada,
Elizabeth Yerobi, era quien se encargaba de su limpieza y su preparación.

Informó que los informes parciales de la intervención se
remitieron a la Comisión Directiva Nacional, encargada de elaborar el
informe final. Añadió que, tras la investigación interna del gremio, Luis
Bechis se jubiló y los demás imputados continuaron su trabajo en Ushuaia,
aunque fueron expulsados de la UEJN por la asamblea gremial el 28 de
octubre de 2022 (ver declaración del día 30/05/2023).

A continuación, el Juzgado de Instrucción N° 3 del Distrito
Judicial Sur de Ushuaia, provincia de Tierra del Fuego, remitió copia de los
expedientes nro. 3150/2022, caratulada “Comisaría Primera s/ Intervención
- Dte: Bell Carlos Leopoldo y Volcovincky Maia”, y nro. 3149/2022,
caratulado “Comisaría Primera s/ Intervención - Dte: Méndez Stiglich Lucas
y Otros”, e informó que en el marco de la causa 3150/2022, se ordenó el
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secuestro de la computadora tipo notebook marca HP, modelo 14AX112LA,
color azul; como así también se dispuso realizar una pericia informática con
el propósito de establecer su titularidad (ver actuaciones del día 15/09/2022).

De este modo, se exhortó al Juzgado Federal en turno y con
jurisdicción en Ushuaia, provincia de Tierra del Fuego, a efectos de requerir
a la Unidad de Criminalística y Estudios Forenses, dependiente de la
Jefatura de Agrupación XIX “Tierra del Fuego, Antártida e Islas del
Atlántico Sur” de la Gendarmería Nacional Argentina, la realización de un
peritaje de estilo respecto de la notebook marca “HP”, modelo
14AX112LA, con el fin de obtener copia digital de toda la información que
se encuentre contenida en la unidad de almacenamiento, con inclusión de
sus archivos borrados, modificados y sobre-escritos.

Dicha información se recibió mediante dos soportes ópticos, y
se reservó por Secretaría (ver acta del día 27/12/22). 

Por otro lado, en el marco de la ampliación de presentación de
la querella, se incorporaron impresiones digitales certificadas de la
plataforma Booking.com donde se ofrecía en alquiler el “Departamento Las
Margaritas” en la calle Las Margaritas nro. 266, CP 9461, Ushuaia,
Argentina; y el “Departamento Hol Hol”, en la calle Hol Hol nro. 1257, CP
9461, Ushuaia, Argentina. (ver actuaciones del día 20/09/22).

De esta documentación, no puede perderse de vista que, el
departamento “Las Margaritas” estaría publicado en la plataforma señalada,
al menos, desde el 17/01/2022; mientras que el departamento “Hol Hol”
desde el 05/01/2022. Asimismo, en la publicación del último inmueble se
pueden observar los comentarios de los clientes que se han hospedado en el
lugar, y uno de ellos hace referencia a que el anfitrión se llamaría Lucas (ver
actuaciones del día 20/09/2022).

http://booking.com
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Luego, se recibió declaración testimonial a Elizabeth Condori,
empleada de la Seccional N° 1 de la UEJN, quien relató que ingresó a
trabajar en esa sede en septiembre de 2020, cuya labor consistía entre otras
cosas, del alquiler de quinchos para afiliados y de las transferencias a
comercios con los que tenían acuerdos. Indicó que, trabajaba sola junto a
personal de limpieza, mientras que los secretarios Luis Bechis, Daniel Vidal
y Lucas Méndez Stiglich realizaban tareas, tanto en sus domicilios, como
ocasionalmente en la oficina.

Manifestó que el 8 de junio de 2022, en horario laboral,
arribaron a la sede entre cinco y seis personas que informaron ser de la
Comisión Directiva Nacional de la UEJN, con el propósito de notificar que
la seccional quedaba intervenida por supuestas irregularidades financieras.
Los intervinientes le exhibieron una orden firmada por Julio Piumato,
dispusieron el cambio de cerradura y le solicitaron continuar con sus
funciones al día siguiente.

Luego de comunicarse con uno de los secretarios, regresó a la
sede y observó la presencia policial y un altercado con una persona que se
encontraba herida, tras lo cual se le indicó retirarse. Expresó que la oficina
permaneció clausurada aproximadamente una semana y media, hasta la
entrega de llaves al interventor.

En cuanto al funcionamiento gremial, explicó que existían
acuerdos con comercios -principalmente de Río Grande- que permitían a los
afiliados realizar compras con descuentos en su valor, directo de sus
haberes. Refirió conocer la existencia de préstamos a afiliados, aunque no
participaba en su carga o administración, tarea a cargo de Lucas o Daniel
Vidal, como así también describió el uso de una página web institucional (“
www.uejnseccional1.com.ar”) para el manejo de información de afiliados y
créditos.

http://www.uejnseccional1.com.ar
http://www.uejnseccional1.com.ar
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Por último, señaló que la UEJN poseía inmuebles en Ushuaia,
entre ellos, quinchos ubicados en el barrio Ecológico y tres departamentos
-dos contiguos al salón y otro próximo a la Seccional-. Afirmó que, antes de
la intervención, los inmuebles se alquilaban a afiliados y también a
particulares, incluso mediante publicaciones en Booking, administradas por
Lucas, pero sostuvo que desconocía el modo en que se registraban o
transferían los ingresos por tales alquileres (ver actuaciones del día
26/10/2022).

A continuación, la querella presentó el informe final de
auditoría interna, en el cual se hizo referencia a la falta de documento
alguno para realizar la intervención y auditoría dispuesta por la UEJN,
incluso cuando se reclamó a los aquí imputados, sin perjuicio del aporte de
algunas fotocopias de facturas y constancia de transferencias.

Además, que se intimó a Bechis, Vidal y Méndez Stiglich que
explicaran los motivos de transferencias desde la cuenta de la Seccional a
sus cuentas personales, al igual que a la cuenta de María Elena Migoya
(esposa de Bechis).

En este marco, Bechis habría expresado que la Seccional N° 1
de la UEJN era la única que contaba con un “fondo provincial”, el cual se
rendía anualmente ante la Comisión Directiva de la Seccional y la Sub
-Comisión Revisora de Cuentas Provincial, el que consistía en un 10% de lo
recaudado por cuota sindical y de servicios sociales, en caso de que los
hubiera.

Ante estas manifestaciones, el interventor refirió que el estatuto
gremial no contemplaba ningún tipo de fondo provincial, lo cual -según el
informe- justificaría el desvío del 10% de los fondos recaudados, a lo que
Bechis habría expresado que desde allí se instrumentaron los préstamos
irregulares denunciados.
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Sumado a ello, expuso que no encontró documentación alguna
para justificar la utilización de sus cuentas personales y pagos vinculados al
funcionamiento de la seccional, actuación que deberían realizar las
empleadas administrativas mediante la cuenta bancaria de la Seccional N° 1.
Asimismo, también expresó que cancelaron facturas a nombre de la UEJN,
por montos importantes, con efectivo o transferencias desde sus cuentas
personales, lo que transgredió las normas sindicales.

Así, la auditoría concluyó que existía un sistema de préstamos
efectuado con fondos de la seccional a los afiliados, lo cual iba en contra de
las normas ya que esas operaciones, por parte de asociaciones sindicales, se
encontraban prohibidas por el Banco Central.

Además, los préstamos se otorgaban de manera arbitraria, ya
que se daban en cuotas sin interés a los propios dirigentes y sus allegados,
con tasas arbitrarias al resto de los afiliados.

Por último, concluyó que los inmuebles que la Seccional
administraba, eran ofrecidos para alquiler a personas ajenas al gremio,
mediante la plataforma Booking.com (ver actuaciones del día 06/06/2023).

Del mismo modo, se incorporó el expediente interno elaborado
en el marco de la auditoría referida, como así también copia del libro de
actas de la UEJN, en la que consta la asamblea general extraordinaria
realizada el día 27/10/2022 en la que se aprobó por unanimidad la expulsión
de la UEJN respecto de Simón Bechis, Daniel Vidal y Lucas Méndez
Stiglich.
               A su vez, se puso en consideración la intervención efectuada a la
Seccional N° 1 de Tierra del Fuego, ya que debía ser ratificada por la
Asamblea de Representantes. Para ello se sostuvo que “(...) la Seccional N°
1 había funcionado apartada a la Unión, que los balances eran muy

 yordenados pero que la realidad no trascendía en los balances (...)”

http://booking.com
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decidió su efectivización con posterioridad a las elecciones (fs. 118 del líbro
de actas).

A su vez, en aquella ocasión, integrantes de la lista celeste y
blanca (lista encabezada por Bechis a nivel nacional y por Vidal a nivel
provincial) manifestaron que, en un principio, pidieron explicaciones por las
denuncias en contra de las autoridades de la seccional, y que a raíz de la
intervención comprendieron los motivos y acciones de los aquí
denunciados. Así, se dejó constancia de la ratificación por unanimidad de la
intervención (ver actuaciones del día 14/06/2023)

A continuación, se solicitó a la Gerencia de intermediación no
autorizada, dependiente de la Superintendencia de entidades financieras y
cambiarias, del Banco Central de la República Argentina que informe entre
otros si Luís Simón Bechis, Daniel Oscar Vidal, Lucas Méndez Stiglich,
María Elena Migoya, la Unión de Empleados de la Justicia de la Nación y/o
la Seccional N° 1 de Tierra del Fuego, se encontraban incluidos en la
nómina de entidades financieras y operadores de cambio autorizados a
funcionar conforme la ley 21.526, posibilitados a realizar intermediación
financiera.

A esto, se informó que ninguna persona humana puede
inscribirse en la nómina de entidades financieras y de operadores de cambio,
del mismo modo que, ni las personas humanas nombradas, ni las jurídicas
referidas, estaban inscriptas en el registro de “proveedores no financieros de
créditos” (ver DEOX nro. del día 10507787 25/072023).

Luego, a partir de exhorto librado al Juzgado Federal de
Ushuaia, la Dirección General del Registro de la Propiedad Inmueble de la
Provincia de Tierra del Fuego informó que el inmueble ubicado en la calle
Las Margaritas nro. 266, de la ciudad de Ushuaia, provincia de Tierra del
Fuego, pertenecía a la UEJN, mientras en relación a aquel de la calle Hol



#36875888#482352906#20251128100759336

Hol nro. 1257 de la misma ciudad, se puso en conocimiento que, a raíz de
una unificación parcelaria, las anotaciones se cambiaron de matrícula, sin
aportar mayor información (ver DEO nro. 11266405 del día 26/09/2023).

Además, se libró exhorto internacional al Tribunal con
Jurisdicción y Competencia en Ámsterdam, Reino de Países Bajos, con el
objeto de recabar por su intermedio la siguiente información de la empresa 
Booking.com B.V. (ubicada en Herengracht 597, 1017 CE Ámsterdam- a)
Toda la información básica relativa al usuario o usuarios responsables de
alquilar los inmuebles ubicados en la calle Las Margaritas nro. 266 y calle
Hol Hol nro. 1257, ambos de la ciudad de Ushuaia, provincia de Tierra del
Fuego.

Como respuesta, la compañía manifestó que los links de URL
no conducían a ninguna propiedad, por lo cual se corroboró que se dio de
baja en la página las publicaciones en cuestión (ver actuaciones del día
07/03/2024).

Por otro lado, una vez que se estableció las entidades bancarias
en las que Bechis, Vidal, Méndez Stiglich y Migoya poseían cuentas, se
requirió al Banco de la Ciudad de Buenos Aires, al Banco de la Provincia de
Tierra del Fuego, al Banco Hipotecario SA y al HSBC Bank Argentina SA.
los movimientos que pudieran registrar, durante el período comprendido
entre los meses de julio de 2021 y junio de 2022. Sus respuestas obran en
autos mediante DEOX nro. 10167982, 10184473, 10236343 y 10330129.

A su vez, se requirió a la querella un listado de aquellos
afiliados que se encuentren bajo la órbita de la Seccional N° 1 de Tierra del
Fuego, junto con DNI, CUIL, número de legajo y domicilio registrado (ver
actuaciones del día 27/06/2023).

A partir de esa información, la División Delitos Económicos de
la Policía Federal Argentina, realizó un cotejo de los movimientos de las

http://booking.com
http://booking.com
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cuentas bancarias de Luís Simón Bechis, Daniel Oscar Vidal, Lucas Méndez
Stiglich y María Elena Migoya, junto con los movimientos de la cuenta
bancaria de la Seccional N° 1 de Tierra del Fuego de la UEJN, en el que se
informó respecto de varias transferencias de dinero hacia cuentas que
pudieran estar vinculadas a los afiliados de la seccional ( ver sumario nro.

del día206/2023  27/02/2024).
Una vez analizada la información aportada por la dependencia

policial, mediante informe actuarial, se profundizó el cotejo de los
movimientos bancarios de cada uno de los extractos, en consonancia con la
pericia encomendada a la dependencia policial y la distinta documentación
obrante en el expediente, y así se advirtieron los siguientes movimientos:
desde la cuenta bancaria nro. 00228100120-00 - U.E.J.N. - SECCIONAL
NRO 1 del Banco de Tierra del Fuego, el día 30/07/2021 se realizó una
transferencia “TR INTER LI Cuit/DNI 27280081014 PETRINA MARIA
ANA” por la suma de $200.000, y que en el Anexo 4.B (pag. 36) surge la
orden nro. 2411, de fecha 10/08/2021, mes de primera cuota 08-2021, a
Petrina María Anahí (leg. 397), en concepto de “préstamo” y con forma de
pago “descuento de haberes” la suma de $200.000, en 24 cuotas por el
monto de $14.270 Asimismo, del listado de afiliados de la Seccional N° 1
de la UEJN surge María Anahí Petrina, DNI N° 28.008.101, legajo nro. 397.
Del mismo modo, se observó que desde la cuenta bancaria Nro:
00219000648-00 - MIGOYA MARIA ELENA del Banco de Tierra del
Fuego, el día 09/12/2021 se efectuó una transferencia “TR INTER LI
Cuit/DNI 20163837391 LAPETINA CARLOS L” por la suma de $200.000,
y que en el Anexo A (pag. 30) surge la orden 3553, de fecha 09/12/2021,
mes de primera cuota 12-2021, a Lapetina Carlos Luís (Leg. 179), en
concepto de “Préstamo Ushuaia” y con forma de pago “descuento de
haberes” la suma de $200.000, en 24 cuotas y por $18.170 cada una. Por
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otra parte, en el listado de afiliados de la Seccional N° 1 de la UEJN surge
Carlos Luis Fran Lapetina, DNI N° 16383739, legajo nro. 179. Por otra
parte, conforme se advierte del informe realizado por la dependencia
policial, el día 17/11/2021 Escobar Mariano Adrián recibió una
transferencia, por la suma de $150.000, desde la caja de ahorros nro. 4-046
-0001040929-9 del Banco Hipotecario a nombre de Luís Simón Bechis.
Asimismo, en el Anexo A (pag. 31) surge la orden 3521, de fecha
07/12/2021, mes de primera cuota 12-2021, a Escobar Mariano Adrián (Leg.
907), en concepto de “Préstamo Ushuaia” y con forma de pago “descuento
de haberes” la suma de $150.000, en 6 cuotas de $31.200 cada una. Por
último, del listado de referencia surge Mariano Adrián Escobar, DNI N°
35162275, legajo nro. 907 (v. Lex 100 informe actuarial de fecha
24/04/2024)

Así también, pudo determinarse que, desde la caja de ahorros
nro. 4-046-0001040929-9 del Banco Hipotecario a nombre de Luís Simón
Bechis se efectuó una transferencia, el día 25/11/2021, a Héctor Horacio
Romero (CUIL 20160011344) por la suma de $75.002,81, y que en el
Anexo 4.C “Ushuaia y Luis” -aportado por la querella- surge la orden nro.
3410, de fecha 25/11/2021, mes de primera cuota 12-2021, a Romero
Héctor Horacio (Leg. 267) en concepto de “Préstamo Ushuaia” y con forma
de pago “descuento de haberes” la suma de $75.000, en 6 cuotas y por
$15.600 cada una. Asimismo, del listado de afiliados de la Seccional N° 1
de la UEJN surge ROMERO HECTOR HORACIO, DNI N° 16.001.134,
legajo nro. 267. A su vez, y de la misma caja de ahorro, se efectuó una
transferencia el día 16/11/201 a Graneli Marina Gabriela (CUIL
27277543864) por la suma de $25.000, y que en el Anexo 4.C “Ushuaia y
Luis” surge la orden nro. 3378, de fecha 27/11/2021, mes de primera cuota
12-2021, a Graneli Marina Gabriela (Leg. 796) en concepto de “Préstamo
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Ushuaia” y con forma de pago “descuento de haberes” la suma de $25.000,
en 6 cuotas y por $5.200 cada una. Por otro lado, del listado de referencia
surge GRANELI MARINA GABRIELA, DNI N° 27.754.386, legajo nro.
796. También, de la caja de ahorros de Luis Simón Bechis del Banco
Hipotecario se advirtió una transferencia, del día 29/10/2021, a Elena Edith
Garabito (CUIL 27221107239), por la suma de pesos $10.000, y que en el
Anexo 4.C “Ushuaia y Luis” surge la orden nro. 3137, de fecha 02/11/2021,
mes de primera cuota 12-2021, a Garabito Elena Edith (Leg. 146) en
concepto de “Préstamo Luis” y con forma de pago “descuento de haberes”
la suma de $10.000, en 2 cuotas y por $5.100 cada una. Asimismo, del
listado de mención se desprende GARABITO ELENA, DNI N° 22.110.723,
legajo nro. 146. Por último, se advirtió que desde la cuenta Sueldo/Haberes
$ Nro: 00219000648-00 - MIGOYA MARIA ELENA del Banco de Tierra
del Fuego, el día 22/10/2021 se efectuó una transferencia 22/10/2021 100
TR INTER LI Cuit/DNI 20214894239 IGARZABAL HECTOR”, por la
suma de $50.000,00, y que el Anexo 4.A (pag. 39) surge la orden 3138, de
fecha 02/11/2021, mes de primera cuota 11-2021, a Igarzabal Héctor Fabián
(Leg. 904), en concepto de “Préstamo Luis” y con forma de pago
“descuento de haberes” la suma de $50.000, en 5 cuotas y por $11.500 cada
una. Así, del referido listado, surge IGARZABAL HECTOR, DNI N°
21.489.423, legajo nro. 904. (ver informe actuarial del día 05/06/2024).

A continuación, se recibió declaración testimonial a María
Anahí Petrina, Secretaria del Juzgado de Familia N° 2 del Distrito Judicial
Sur de Ushuaia, quien manifestó haber solicitado en varias oportunidades
préstamos a la Seccional N° 1 de Tierra del Fuego de la UEJN, los cuales
gestionó directamente con Daniel Vidal, a quien contactaba por WhatsApp.
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Explicó que los montos se depositaban en su cuenta y luego eran
descontados automáticamente de su sueldo por el Superior Tribunal de
Justicia bajo el concepto de “servicios sociales sindicales”.

En un principio, no se cobraron intereses, no obstante, luego
comenzaron a aplicarse, por lo que entendió que la operatoria funcionaba
como una entidad financiera informal, más que como un beneficio gremial.

Relató que el trámite de los préstamos era totalmente informal,
ya que se realizaba por mensajería, sin formularios, ni documentación
respaldatoria, y que los montos, plazos e intereses eran fijados
unilateralmente por Vidal. Señaló que este sistema se encontraba difundido
entre varios empleados judiciales y que algunos compañeros también habían
accedido a esos préstamos.

Respecto de los departamentos sindicales, indicó que solo había
alquilado uno en Río Grande, pero no los de Ushuaia, y que tenía entendido
que podían ser alquilados por personas ajenas al gremio, aunque a un valor
superior. Sobre los imputados, refirió conocer a Luis Bechis por su relación
personal con un allegado familiar y a Daniel Vidal por haber sido
compañero en la universidad, sin mantener vínculo laboral con ellos (ver
declaración del día 27/05/2024).

Más tarde, se le recibió declaración testimonial a Marina
Gabriela Graneli, empleada de la cafetería del Superior Tribunal de Justicia
de Tierra del Fuego, la cual refirió estar afiliada a la UEJN desde hacía diez
años y haber solicitado préstamos en dos oportunidades, aproximadamente
cuatro años atrás, cuando atravesaba dificultades económicas.

Explicó que, lo pidió mediante el teléfono de la seccional,
donde creía que se ofrecían montos fijos (de $30.000, $60.000 o $90.000), y
luego se descontaban directamente de los haberes del afiliado, previa firma
de documentación en la propia sede.



#36875888#482352906#20251128100759336

Poder Judicial de la Nación

JUZGADO CRIMINAL Y CORRECCIONAL FEDERAL 8

Además, indicó que el conocimiento del sistema provenía de
boca a boca entre afiliados, sin información oficial transparente, ya que ella
tomó conocimiento de la existencia de los préstamos por comentarios de un
compañero suyo, a raíz de encontrarse en una situación económica
apremiante.

En cuanto a los alquileres, señaló que intentó arrendar los
departamentos de Las Margaritas y de Hol Hol en Ushuaia, pero no lo hizo
por considerar excesivos los precios, como así también que tenía entendido
que también podían ser alquilados por personas no afiliadas, quienes
abonaban un valor mayor. A su vez, el inmueble de Las Margaritas,
permanecía constantemente ocupado, con desconocimiento de la persona
que lo ocupaba (ver declaración del día 07/08/2024).

Del mismo modo, fue oído bajo juramento de ley a Héctor
Fabián Igarzabal, afiliado a la UEJN desde 2017 y ex congresal de la
Seccional N° 1, quien relató haber obtenido préstamos cuyos fondos no
provenían de la cuenta sindical, sino directamente de “las cajas de Bechis o
Vidal”, los cuales se gestionaban por llamadas o mensajes con ellos, y que
los intereses aplicados podían variar entre un 35% y un 50%, con
dependencia del “ánimo de los señores”. Afirmó que la operatoria se
asemejaba a una “cueva financiera”, ya que se otorgaban préstamos con
intereses diferenciados según la relación personal con los solicitantes y sin
el marco legal correspondiente a una mutual o entidad habilitada.

Precisó que, los descuentos de los préstamos, eran enviados al
Superior Tribunal de Justicia, el cual los aplicaba sobre los haberes bajo
concepto de aportes sindicales y agregó que Bechis y Vidal, administraban
los fondos sin control interno, e incluso algunos afiliados, fueron
sancionados económicamente por diferencias gremiales.
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Respecto a los inmuebles, dijo haber alquilado los
departamentos de Las Margaritas y Hol Hol, pero que estos también eran
ofrecidos a turistas por internet, lo que impedía el acceso de los afiliados a
esos beneficios.

Por último, describió que Bechis, Vidal y Méndez Stiglich
integraban la conducción sindical -como secretario general, de finanzas y
gremial, respectivamente-, y que manejaban discrecionalmente los recursos
y beneficios del gremio (ver declaración del día 11/12/2024).

Posteriormente, el Juzgado de Instrucción N° 3 del Distrito
Judicial Sur de Ushuaia, puso en conocimiento que en la causa N°
3159/2022 con fecha 26/09/2024 se dispuso la reserva de las actuaciones
toda vez que no había elementos de prueba suficiente para generar estado de
sospecha.

Similar criterio se adoptó en la causa 3149/2022, caratulada
“Comisaría Primera s/ Intervención. DTE: Méndez Stiglich Lucas Gustavo
y otros”, donde se denunció a Maia Volcovinsky y Carlos Bell por lesiones,
y a los nombrados junto con Estefanía Burgos y una persona de sexo
masculino -que podría tratarse de Federico Villone- por la supuesta
usurpación por despojo de la Seccional N° 1 de la UEJN, se resolvió por un
lado la reserva de las actuaciones por el primero hecho, y por otro el rechazo
del requerimiento fiscal de instrucción por el segundo hecho, todo lo cual se
encuentra firme (ver actuaciones del día 05/08/2025).

III. DECLARACIONES INDAGATORIAS DE BECHIS,
VIDAL Y MENDEZ STIGLICH:

A la luz de las probanzas reunidas en este legajo y por
considerar que se encontraba reunido el estado de sospecha al que refiere el
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art. 294 del C.P.P. fueron convocados a prestar declaración indagatoria Luis
Simón Bechis, Daniel Oscar Vidal y Lucas Gustavo Méndez Stiglich, (v.
Lex 100 08/07/2025).

A. Hecho imputado:
El suceso reprochado consiste en “haber administrado

fraudulentamente, en carácter de Secretario General -Luís Simón Bechis-,
Secretario de Finanzas Seccional -Daniel Oscar Vidal- y Secretario Gremial
Seccional -Lucas Gustavo Méndez Stiglich- de la Seccional N.° 1 de la
provincia de Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur de la
Unión de Empleados de la Justicia de la Nación (UEJN), y en conjunto, los
fondos de la seccional, al menos en el período comprendido por el año 2021
hasta el día 07 de junio de 2022, fecha en la cual la Comisión Directiva
Nacional de la UEJN dispuso la intervención de la seccional. Esto se efectuó
mediante el otorgamiento de préstamos dinerarios a los afiliados alcanzados
por la seccional, solicitados mediante WhatsApp, y utilizando para ello los
fondos gremiales, con el ofrecimiento de un número de cuotas e intereses
arbitrarios, que variaban según la persona beneficiada por su otorgamiento.
La maniobra que se reprocha consiste, al menos, en los siguientes
préstamos: 1) Préstamo a Héctor Horacio Romero del día 25/11/2021 por la
suma de $75 000, en 6 cuotas de $15 600 cada una. Este préstamo se realizó
desde la cuenta bancaria de la caja de ahorros nro. 4-046-0001040929-9 del
Banco Hipotecario a nombre de Luís Simón Bechis y la devolución se
realizó mediante descuento de haberes; 2) Préstamo a Marina Gabriela
Graneli del día 16/11/2021 por la suma de $25 000, en 6 cuotas de $5 200
cada una. Este préstamo se realizó desde la cuenta bancaria de la caja de
ahorros nro. 4-046-0001040929-9 del Banco Hipotecario a nombre de Luís
Simón Bechis y la devolución se realizó mediante descuento de haberes; 3)
Préstamo a Elena Edith Garabito del día 02/11/2021 por la suma de $10
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000, en 2 cuotas de $5 100 cada una. Este préstamo se realizó desde la
cuenta bancaria de la caja de ahorros nro. 4-046 -0001040929-9 del Banco
Hipotecario a nombre de Luís Simón Bechis y la devolución se realizó
mediante descuento de haberes; 4) Préstamo a Héctor Igarzabal del día
22/10/2021 por la suma de $50 000, en 5 cuotas de $11 500 cada una. Este
préstamo se realizó desde la cuenta bancaria Sueldo/Haberes nro.
00219000648-00 a nombre de María Elena Migoya del Banco de Tierra del
Fuego y la devolución se realizó mediante descuento de haberes; 5)
Préstamo a María Ana Petrina del día 10/08/2021 por la suma de $200 000,
en 24 cuotas de $14 270 cada una. Este préstamo se realizó desde la cuenta
bancaria nro. 00228100120-00 a nombre de la UEJN – Seccional N° 1 del
Banco de Tierra del Fuego y la devolución se realizó mediante descuento de
haberes; 6) Préstamo a Carlos Luis Lapetina del día 09/12/2021 por la suma
de $200 000, en 24 cuotas de $18 170 cada una. Este préstamo se realizó
desde la cuenta bancaria Sueldo/Haberes nro. 00219000648-00 a nombre de
María Elena Migoya del Banco de Tierra del Fuego y la devolución se
realizó mediante descuento de haberes; 7) Préstamo a Mariano Adrián
Escobar del día 17/11/2021 por la suma de $150 000, en 6 cuotas de $31
200 cada una. Este préstamo se realizó desde la cuenta bancaria de la caja de
ahorros nro. 4-046-0001040929-9 del Banco Hipotecario a nombre de Luís
Simón Bechis y la devolución se realizó mediante descuento de haberes; 8)
Préstamo a Francisco Marcelo Rivero del día 26/11/2021 por la suma de
$60 000, en 6 cuotas de $12 480 cada una. Este préstamo se realizó desde la
cuenta bancaria caja de ahorros nro. 4-046 -0001040929-9 del Banco
Hipotecario a nombre de Luís Simón Bechis y la devolución se realizó
mediante descuento de haberes; 9) Préstamo a Cesar Maximiliano Fullana
del día 22/10/2021 por la suma de $30 000, en 6 cuotas de $5 000 cada una.
Este préstamo se realizó desde la cuenta bancaria de la caja de ahorros nro. 4
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-046-0001040929-9 del Banco Hipotecario a nombre de Luís Simón Bechis
y la devolución se realizó mediante descuento de haberes. En ese contexto,
se le adjudica junto a las personas antes mencionadas, el manejo fraudulento
de los bienes patrimoniales de la UEJN, a partir del ofrecimiento para
alquiler del inmueble ubicado en la calle Hol Hol nro. 1271/1269 del
edificio “Vista de las Cumbres” y el inmueble de la calle Las Margaritas
nro. 266, ambos de la ciudad de Ushuaia, provincia de Tierra del Fuego,
Antártida e Islas del Atlántico Sur, pertenecientes al gremio para el uso
exclusivo de los afiliados, mediante la plataforma Booking.com y con el fin
de ser ofrecido a personas ajenas de la UEJN. Todo lo expuesto, habría
generado un perjuicio económico a valores históricos de aproximadamente
de $ 10 000 000.

B. Descargo de Luis Simón Bechis
En primer término, efectuó su descargo principal de manera

escrita, quien expresó que no hubo ningún tipo de administración
fraudulenta, ni perjuicio económico alguno a la Seccional, a la Unión y/o a
los afiliados.

Para ello, realizó una “contextualización” de los hechos, para lo
cual refirió que los fondos administrados por la seccional corresponden al
80% del aporte sindical de los afiliados a la Seccional, que aquella
dependencia administró desde el año 1996 hasta el día de la intervención
dispuesta por la UEJN, mientras que el 20% restante se transfería a la
Tesorería Nacional de la Unión, lo cual manifestó que se administró de
manera transparente, eficiente y beneficiosa para los afiliados, “por lo que

.en modo alguno puede calificarse de fraudulenta”
Agregó que desde su creación, la Seccional contó con un

“fondo provincial” con administración del Secretario General, conformado
por el 10% de la cuota sindical con rendición mensual, que se decidió
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mediante acta de Comisión Directiva Provincial, y que este fondo se
transfería a su cuenta personal, lo cual justificaba recibir transferencias
desde la cuenta bancaria de la seccional, en concepto del fondo y de caja
chica, como así también de reintegros que realizaba la Comisión Directiva
Nacional por sus gastos como Secretario Adjunto General Nacional. Agregó
que rindió cuentas de todos esos movimientos.

Por otro lado, aclaró que María Elena Migoya era su esposa, y
que él era co-titular de la cuenta a su nombre, por eso es que allí transfería el
dinero de la caja chica o el fondo provincial, porque era él quien la
administraba y dejaba su cuenta sueldo para administrar sus gastos
personales.

Detalló que el dinero se transfería a la cuenta corriente del
gremio y luego la seccional lo transfería a una cuenta personal del suscripto,
para poder recuperar los fondos que administraba del fondo provincial o
caja chica del Secretario General Provincial.

Luego, a fin de cada período justificaba los ingresos y egresos
de la cuenta para más tarde efectuar el balance y presentar ante las
autoridades pertinentes. Aclaró así que la rendición de cuentas de este fondo
provincial se hacía anualmente, con la aprobación de la Comisión Directiva
Provincial

Por otro lado, manifestó que la Seccional N° 1 de Tierra del
Fuego funcionaba con autonomía económica y administrativa, aunque con
rendiciones regulares a las autoridades nacionales de UEJN establecidas en
el estatuto, y que eran los art. 18 y 20 del Estatuto de la Unión los que
otorgaban la capacidad para disponer y administrar los bienes y realizar
todos los negocios jurídicos, sea que devengaran o no rentas, y todo cuanto
les sea dado hacer a las personas jurídicas en general.
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Agregó que la Comisión Directiva Seccional tenía autonomía
para comprar bienes muebles e inmuebles, lo que condujo a que
administraran el patrimonio más grande a nivel nacional, y permitió que
tuvieran cuatro códigos de descuento con el Superior Tribunal de Justicia de
la provincia: aporte sindical, aporte sindical adherentes, servicios sociales y
créditos Banco Ciudad.

Realizó una enumeración de distintos “logros” de la Seccional, 
(sic), relacionados particularmente a latodos ellos con fondos propios 

adquisición de bienes muebles e inmuebles.
A continuación, explicó que el fondo provincial-caja chica

recibía ingresos mensuales proporcionales al aporte sindical o a los servicios
sociales, y que los servicios sociales consistían principalmente en ayudas
sociales o “préstamos” reintegrables, que definían así en los balances
anuales remitidos y aprobados por la Comisión Directiva Nacional.

Estos servicios sociales incluía diversas asistencias y beneficios
económicos destinados a los afiliados: A) ayudas económicas reintegrables:
dinero que se acreditaba en las cuentas de los afiliados y se recuperaba a
través del descuento que hacía el Superior Tribunal de Justicia; B) servicios
y compras con comercios locales (“Tarjeta Unión”): a partir de convenios de
descuento con distintos comercios, los afiliados compraban en esos lugares
y el local remitió a la Seccional un cupón por la compra, que luego se
debitaba directamente de los haberes mediante agente de retención; C) uso y
alquiler de propiedades de la Unión, administradas por la Seccional; y D)
descuentos de cuotas de terrenos: a partir de convenios por soluciones
habitacionales con organismos provinciales, la Seccional se comprometía al
pago de terrenos con aquellos organismos, y luego se debitaba de los
haberes de los afiliados cuotas por el pago de cada lote en particular.
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Respecto a las ayudas económicas reintegrables, manifestó que
sus condiciones eran analizadas específicamente según el afiliado y la
motivación del pedido, y se podía acordar una actualización del monto a
devolver, para lo cual se pactaba con el afiliado según su realidad
económica.

Atento a ello, negó categóricamente que estas ayudas sociales
se trataran de “créditos informales” o “no autorizados por el BCRA”, ya que
el fin de esta asistencia era la solidaridad gremial y asistencia humanitaria a
afiliados, la cual inició al menos en el año 1997, por lo cual era una práctica
consolidada en el tiempo que no estaba prohibida ni tampoco se hacía a
espaldas de la Comisión Directiva Nacional que -según sus manifestaciones-
estaba al tanto de esto.

Eso, ya que el fondo provincial-caja chica, con el cual se
financiaban los servicios sociales, estaba habilitado por la normativa interna,
conforme art. 71 y 72 del Estatuto (por remisión del art. 84), que concede
autonomía administrativa y organizacional de las seccionales y que, a su
vez, la comisión conocía la existencia del fondo ya que informaban sus
movimientos de manera cotidiana.

Agregó a su vez que la variación en las condiciones de las
ayudas económicas se explicaba por la necesidad de adaptación a la
situación del afiliado y la sostenibilidad del fondo, no por arbitrariedad o
algún tipo de ánimo de lucro, y que para ello se hacía un análisis de la
situación económica del afiliado, con quien se podía pactar el modo de
devolver el monto otorgado.

Además, que en los casos en que se aplicaba una actualización
del monto a devolver, se trataba de una amortización mínima, sin fines de
lucro, para evitar el desfinanciamiento de la seccional.
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Refirió que la administración de los bienes gestionados por la
Seccional N° 1 fue siempre transparente y nunca generó un perjuicio
económico a la Unión, y destacó que los "servicios sociales" (que incluían
las "ayudas económicas reintegrables"), estaban consignados en el balance
que la Nación aprobaba anualmente, y que el destino de los fondos para la
construcción de los departamentos y quinchos que, según Bechis, eran parte
del patrimonio de los afiliados provinciales, figuraba detalladamente en
dichos balances, lo cual reflejaba tanto la transparencia en la administración
de la Seccional, así como un conocimiento público de estas operaciones.

Para justificar esto, entre la prueba aportada se incorporó los
estados económicos de la UEJN, del período 2015, 2019-2020 y 2020-2021.

Por otro lado, respecto al ofrecimiento de los departamentos de
las calles Hol Hol y Las Margaritas, en alquiler, mediante la plataforma 
Booking.com, manifestó que aquello no estaba prohibido y que tenía como
fin generar mayores ingresos para la Seccional N° 1; que dicha acción era
pública y se evidenciaba en los precios diferenciales que se ofrecían, “(...)

; y que todos loslo que demuestra un beneficio directo para la membresía”
bienes inmuebles administrados por la seccional se adquirieron con el 80%
de los fondos provenientes del aporte sindical.

A modo de ejemplificación de sus manifestaciones, se
aportaron 14 anexos de prueba, consistentes en distintas fotocopias (muchas
de ellas en una calidad que no permite entender lo allí plasmado) de
documentos vinculados a adquisición de bienes alegando autonomía
económica, balances del fondo provincial de varios períodos, distintas
facturas en concepto de rendición de cuentas y los estados contables de la
Unión, a nivel nacional, de los periodos 2014/2015, 2019/2020 y
2020/2021, entre otros.

http://booking.com
http://booking.com
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A su vez, y de manera oral en la misma audiencia indagatoria,
Bechis expresó (junto con cuestiones relacionadas al malestar que sintió a
raíz de la existencia de este expedientes y su opinión respecto a la legalidad
de la intervención de la Unión sobre la Seccional N° 1, la cual consideró
motivada únicamente por cuestiones políticas) que desde la seccional
quisieron incorporar como empleado propio a un contador público, pero que
la Comisión Directiva Nacional expresó que “(...) la cuestión contable se
tramitaba directamente desde el área contable de la Dirección Nacional y

 (verúnicamente nos permitían presentar los balances y las actuaciones”
descargo, documentación en anexos A a N y acta de audiencia del día
25/08/2025).

C. Descargo de Daniel Oscar Vidal
En su descargo principal de manera escrita, en consonancia con

Bechis, expresó que no hubo ningún tipo de administración fraudulenta, ni
perjuicio económico alguno a la Seccional, a la Unión y/o a los afiliados.

Manifestó que comenzó a desempeñar su cargo como
Secretario de Finanzas en el año 2018, sin tener conocimientos específicos
de la materia, y que para realizar su trabajo se apoyó en planillas del
secretario anterior.

Además, expresó que, los balances de los períodos 2018-2019 y
2019-2020, los realizó un contador público nacional, lo que demostraba una
actitud proactiva y responsable en garantizar corrección y transparencia en
la rendición de cuentas de la Seccional.

Sumado a ello, se creó un sistema informático propio para “(...)
reflejar el historial clínico de cada afiliado y estandarizar los patrones de

 que, si bien fue presentado ante laejecución para ahorrar tiempo”
Comisión Directiva Nacional como proyecto informático federal, “se
determinó que presentaba "muchos agujeros" y no cubría las necesidades
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 (sic) y agregó que fue Lucas Méndezespecíficas de nuestra seccional”
Stiglich quien lo ayudó en su implementación.

Realizó una enumeración de los bienes registrables muebles e
inmuebles que la Seccional N° 1 administraba, muchos de ellos adquiridos
con los aportes de los afiliados, y destacó el reconocimiento en distintos
congresos nacionales como “seccional ejemplar”, ya que el patrimonio
superaba con creces el de otras seccionales y regionales de la Unión; todo
ello, con el fin de despejar la idea de un perjuicio económico a la UEJN.

Coincidió con Bechis respecto a la existencia del “fondo
provincial”, consistente en un 10% de la cuota sindical total, como práctica
histórica y conocida dentro de la organización gremial, el cual no generó
nunca un perjuicio al fondo de co-participación nacional y/o a los afiliados,
y que se utilizaba para solventar gastos de dirigentes, ayudas sociales, gastos
de la C.G.T. y reuniones.

También coincidió en que la Comisión Directiva Nacional tenía
conocimiento de la existencia del fondo y de los préstamos, ya que los
balances presentados siempre fueron aprobados en las asambleas anuales, y
que en ellos se incluían los ítems "servicios sociales" y las "ayudas
económicas reintegrables".

Por otro lado, respecto a las “ayudas económicas
reintegrables”, expresó que nunca transfirió alguna de ellas desde su cuenta
bancaria personal y que siempre lo hizo desde la cuenta bancaria de la
Seccional. Además, enumeró a modo de ejemplo distintos casos de
préstamos otorgados, como a Igarzabal y Lapetina.

También refirió que estos préstamos, junto con la “tarjeta
unión”, se basaban en la asistencia humanitaria y financiera a los afiliados,
al dejar de descontar las cuotas acordadas con los afiliados o finalizar los
vínculos con los locales, fue la Comisión Directiva Nacional a partir de la
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intervención y  la generó el verdadero perjuicio“ilegítima” “arbitraria”
económico, y no la gestión que los imputados representaban. 

Por último, como apoyo de lo expuesto, aportó capturas de
pantalla de distintas conversaciones que tuvo con afiliados, donde estos
solicitaban los préstamos, como así también copias de facturas en concepto
de rendición de cuentas (ver descargo y documentación en anexos A a G del
día 26/08/2025 y acta de audiencia del día 27/08/2025).

D. Descargo de Lucas Méndez Stiglich
El nombrado realizó su descargo principal por escrito, y explicó

que su cargo, de Secretario Gremial de la seccional, era un cargo que no
tomaba decisión alguna financiera, no poseía firma en la cuenta bancaria, no
debía rendir cuentas y no decidía, gestionaba ni ejecutaba movimientos
económico-financieros.

En virtud de ello, manifestó que jamás formó parte de ningún
sistema de créditos, ni transfirió dinero desde su cuenta bancaria en
concepto de alguna ayuda social.

Agregó que, lo que sí hacía, era retransmitir a la Comisión
Directiva Nacional los recibos de sueldo de los afiliados que consultaban
por los préstamos (que luego en su descargo oral explicó que eran préstamos
bancarios por convenio de la UEJN con el Banco de la Ciudad de Buenos
Aires), la cual le informaba montos máximos, cuotas e intereses, y luego se
encargaba de llenar la documentación pertinente para su obtención, en la
sede de la seccional.

Además, era quien enviaba al Superior Tribunal de Justicia el
listado de afiliados y las respectivas retenciones a realizar, que en definitiva
consistía en lo único que lo involucraba con las ayudas económicas
reintegrables.



#36875888#482352906#20251128100759336

Poder Judicial de la Nación

JUZGADO CRIMINAL Y CORRECCIONAL FEDERAL 8

Por otro lado, manifestó que, en cuanto a la administración de
los inmuebles de la UEJN, su intervención era  e“netamente colaborativa”
implicaba recibir las reservas de los afiliados provinciales, y a veces
nacionales, aunque también podían ser reservados por particulares a un
precio diferencial.

Respecto a esto, expresó que no existía prohibición alguna para
la comercialización turística de los inmuebles de la UEJN, y citó el art. 20
del estatuto gremial como norma que habilitaría a que la Seccional realice
dichos negocios.

Por otro lado, en su descargo oral, manifestó que el pago de los
alquileres se hacía tanto por transferencia a la cuenta de la Seccional como
en efectivo en la sede gremial, y que tanto Elizabeth Condori como
Elizabeth Yerobi se encargaban de llenar los recibos por alquiler y que se
hacía un recibo por cada uno de los alquileres, sin importar el medio de
pago.

Agregó que lo que la querella consideraba intereses
discrecionales eran en realidad un excedente para pagar los gastos
bancarios, ya que constantemente los afiliados pedían prestamos, o para
amortizar la inflación del país “donde ahí si estar dando las ayudas podía

(sic).generar un perjuicio para la seccional” 
Insistió además en que, las ayudas económicas reintegrables,

eran una práctica habitual de la seccional desde gestiones anteriores a la
cual él integraba y que justamente se registraba este ítem en los balances
anuales.

Cabe destacar que, los tres imputados, manifestaron que el
presente expediente se originó por una persecución política de la Comisión
Directiva Nacional, como represalia por el resultado de las últimas
elecciones gremiales, y cuestionaron varias declaraciones testimoniales del
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expediente, como por ejemplo la de los integrantes de la comisión por ser
parciales, o la de los afiliados, ya que estos se habrían “beneficiado” en
reiteradas oportunidades por los préstamos, e incluso en algunas
oportunidades no se les cobró interés alguno.

Del mismo modo, cuestionó la intervención a la seccional, tanto
por considerarla una represalia política como porque se habría dispuesto de
manera irregular. Sin perjuicio de ello, no se efectuó ningún tipo de
denuncia (ver descargo, documentación en anexos A a Q y acta de audiencia
del día 08/09/2025).

IV. VALORACION DE LA PRUEBA Y CALIFICACION
LEGAL:

A partir de lo expuesto, queda demostrado con el alcance
previsto y exigido por el art. 306 del ordenamiento ritual, la presencia de
distintos elementos de juicio para disponer el procesamiento de Luís Simón
Bechis, Daniel Oscar Vidal y Lucas Gustavo Méndez Stiglich en orden al
hecho por el cual fueran indagados.            

En efecto, los nombrados utilizaron el patrimonio nacional de
la UEJN, que les fue confiado en una parte a raíz de sus cargos en la
Seccional N° 1 de Tierra del Fuego de la unión -funciones que asumieron
mediante acto electoral para la conformación de la Comisión Directiva
Seccional- para otorgar préstamos de dinero, sin autorización del BCRA y
fuera de todo sistema financiero, a afiliados de la seccional.

A su vez, estos préstamos eran luego descontados directamente
desde sus haberes bajo el código “servicios sociales” que informaban al
agente de retenciones (el Superior Tribunal de Justicia de la provincia de
Tierra del Fuego) en distintas cuotas y montos, que también podían variar
conforme el interés que se incluía en cada caso.
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Esta práctica se llevó a cabo, al menos, desde el año 2021 hasta
el día 07 de julio de 2022, fecha en la que la Comisión Directiva Nacional
de la UEJN dispuso la intervención de la seccional e inhabilitó el
otorgamiento y cobro de dichos préstamos, y se comprobó que se otorgó
préstamos, por lo menos, a Héctor Horacio Romero, Marina Gabriela
Graneli, Elena Edith Garabito, Héctor Igarzabal, María Ana Petrina, Carlos
Luis Lapetina, Mariano Adrián Escobar, Francisco Marcelo Rivero y Cesar
Maximiliano Fullana.

En esa dirección, el otorgamiento de los préstamos no solo se
encuentra comprobado a partir de las distintas probanzas reunidas en la
instrucción, sino que, además, fue admitido por los propios imputados.

En ese contexto, cabe señalar que, Bechis, Vidal y Mendez
Stiglich, expresaron que los préstamos -también llamados “ayudas sociales
reintegrables”- se concedían en carácter de asistencia  yhumanitaria
financiera al afiliado, y que las tasas que se cobraban eran al solo efecto de
no desfinanciar la seccional, cubrir gastos bancarios y/o no perder dinero
por la inflación, en cuyo caso se examinaba -según sus pretendidas
explicaciones-, los motivos, el contexto social y económico de la solicitud.

Lo cierto es que, sin importar los motivos por los cuales se
otorgaban los préstamos dinerarios, no se trató de un hecho aislado para un
caso en particular, sino que era una práctica sistemática de carácter
financiero, efectuada fuera de todo tipo de margen normativo, y sin
autorización de la Comisión Directiva Nacional.

Nótese que, los porcentajes de la tasa de interés que se aplicaba
a cada préstamo, se realizaba sin criterio alguno de tasa nominal y sin
referencia de una tasa bancaria, sino que, se estipulaba conforme a la
voluntad de los imputados y el tipo de relación o conocimiento que tenían
respecto de la persona que efectuaba su solicitud.                  
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Por otro lado, los nombrados manifestaron en reiterados pasajes
de sus descargos que, en ningún momento, se vio afectado el patrimonio de
la UEJN, ya que para los préstamos utilizaban lo que llamaron “fondo
provincial”, compuesto por el 10% de los fondos de la seccional y que, por
ende, el dinero utilizado era únicamente de la Seccional N° 1.

Para esto, explicaron que los fondos de la seccional estaban
conformados por el 80% del aporte sindical de los afiliados de la seccional,
ya que el 20% restante de la totalidad percibida mensualmente se transfiere
a la comisión nacional en carácter de coparticipación.

Sin embargo, cabe consignar que, el patrimonio gremial es una
unidad, y la autonomía financiera y administrativa que le cabe a las
seccionales es meramente de descentralización de las funciones, y no para
operar de manera aislada.

Así, el art. 70 del estatuto gremial refiere sobre la autonomía
financiera y administrativas de las regionales (y que por art. 81 del mismo
texto normativo se remite para el funcionamiento de las seccionales) y
específicamente señala que, sin perjuicio de habilitar a celebrar convenios
con comercios y otros gremios, su práctica requiere subordinación a las
directivas emanadas de los órganos de dirección de la UEJN.

Asimismo, el art. 83 del mismo cuerpo normativo expresa que
la Comisión Directiva Seccional actuará en todos los casos como
representante directo e inmediato de la Comisión Directiva Nacional, y
justamente en el tercer párrafo establece que la comisión seccional no está
facultada a efectuar cualquier negocio jurídico que genere una obligación
para la UEJN, aun cuando sean referidas a su zona de actuación, salvo
cuando contare con autorización expresa de la comisión nacional.

Por otro lado, los propios encartados expresaron que, la
contabilidad de la seccional la realizaba el área pertinente de la sede central
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del gremio, y que la Comisión Directiva Nacional no los habilitó a contratar
un contador público propio, situación que se traduce en la falta de
autonomía financiera y contable que tenían las seccionales.

De modo que, resulta claro que el patrimonio que administra la
Seccional N° 1 no pertenece únicamente a aquella sede, sino que, compone
un patrimonio único que corresponde a la UEJN y que, su administración,
no es de competencia exclusiva y autónoma de la seccional, sino que se
efectúa en representación de órgano central en su conjunto; y que todo
negocio jurídico que la seccional realice debe tener autorización expresa y
fehaciente de la Comisión Directiva Nacional.

Así, la existencia de un fondo de coparticipación federal,
creado por el estatuto gremial, donde no solo parte de los aportes gremiales
de cada afiliado -de todo el país- está destinado a conformar, sino también
que desde ese fondo se transfiere dinero a cada seccional o regional, que en
su caso necesite compensar sus desventajas, es una prueba más de la unidad
patrimonial a nivel nacional.

Aquí, el otorgamiento de préstamos de dinero fuera del sistema
bancario, ajenos a los convenios que la UEJN posee con entidades bancarias
que eran de pleno conocimiento de la Comisión Directiva Seccional -tal
como manifestó Méndez Stiglich, que era el encargado del trámite
pertinente para que los afiliados pudieran obtenerlos-, sin autorización
expresa y fehaciente mediante acto formal de la Comisión Directiva
Nacional, expone la voluntad y el manejo discrecional en cabeza de sus
administradores, con el consecuente perjuicio económico a la UEJN.

En sintonía con el alcance de lo expuesto, aparece el
arrendamiento de los departamentos de Hol Hol y Las Margaritas, cuyos
inmuebles pertenecen al patrimonio, en su conjunto, de la UEJN, ya que su
adquisición se hizo en representación de la Comisión Directiva Nacional, y
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los que se publicaban para todo tipo de persona que podían ser o no,
afiliados del gremio.

Por ende, celebrar un negocio jurídico, como es el alquiler
temporario de los inmuebles para personas ajenas a la UEJN, o el
otorgamiento de préstamos dinerario con tasas de interés aplicadas según
cada persona a la cual se lo brindaba, sin la debida autorización de la
Comisión Directiva Nacional, implica indefectiblemente la administración
los bienes públicos que le fueron confiados, de manera fraudulenta.

A su vez, la pretendida explicación de los imputados al señalar
que la Comisión Directiva Nacional tenía conocimiento de esta práctica,
toda vez que estaba incluida en los balances económicos que se aprobaban
anualmente desde la UEJN, no encuentra respaldo en la documentación
aportada en este legajo.

Nótese que, al Superior Tribunal de Justicia de Tierra del
Fuego se reportaba únicamente el monto a descontar en concepto de
“servicios sociales”, sin otro agregado o explicación de los ítems que lo
componen. En consonancia con lo expuesto, tampoco encuentra explicación
las rendiciones de cuenta ofrecidas a la Comisión Directiva Nacional.

En efecto, de los estados contables de los periodos 2015, 2019
-2020 y 2020-2021 aportados por Bechis con la pretensión de acreditar el
conocimiento de la UEJN de los préstamos de los afiliados, surge como
“erogaciones” el ítem “ayuda social”, concepto que, por su alcance, escapa a
su verdadera naturaleza jurídica.

Del mismo modo, de la información que se obtuvo de la pericia
informática realizada al ordenador que se encontraba en la seccional, se
hallaron registros de archivos con montos a descontar en concepto de
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“servicios sociales”, sin que guarden correspondencia con aquellos
préstamos registrados en la documentación aportada por la UEJN, obrantes
en la plataforma “www.uejnseccional1.com.ar”.

En este contexto, no es menos significativa la información
parcial con la que se cuenta en este legajo, ya que conforme al relato de los
diferentes testimonios de las personas que ejecutaron la intervención en la
seccional, no pudo obtenerse toda la información de la página informática
de la seccional y del hallazgo de otros registros, habida cuenta de la
incidencia ocurrida en la oficina en oportunidad de presentarse el personal
acreditado para la intervención dispuesta desde la sede central.

En ese sentido, la maniobra reprochada ha sido desarrollada, al
menos durante el espacio de tiempo sospechado (2021 hasta su
intervención) no sólo con absoluta discrecionalidad de sus ejecutantes, sino
que también sus rendiciones de cuentas fueran solapadamente señaladas
como una erogación “ayuda social” o “ayudas sociales reintegrables” sin
registro documental, ni digital, que aluda al concepto de una supuesta
transferencia bancaria.

En suma, puede concluirse que Bechis y Vidal, en su carácter
de co-autores, con la participación de Méndez Stiglich, en su rol de partícipe
necesario, incurrieron en un abuso de confianza en la administración de los
bienes de la UEJN (y no únicamente de la Seccional N° 1, cómo ya se
expuso) al no cumplir con los procedimientos establecidos por el estatuto
gremial y comprometer el patrimonio de la unión, tal como se manifiesta en
el art. 83, último párrafo, del estatuto.

De este modo, el comportamiento de los encausados, permite
encuadrarse en una administración fraudulenta de los bienes confiados, o el
accionar infiel de quien, encargado de custodiar, manejar o administrar
bienes ajenos, quiebra su compromiso por afán de lucro o mero daño,

http://www.uejnseccional1.com.ar
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realizando operaciones que perjudican los intereses confiados (Caamaño
Iglesias Paz, “El delito de administración fraudulenta” Edit. Fabián J. Di
Placido, año 1999, pág. 11).

Resulta menester destacar que la multiplicidad de hechos
imputables al caso, esto es, la sospecha de los distintos actos jurídicos
cuestionados en cabeza de los imputados, resultan ser parte de una única
maniobra delictiva.

Así, se ha sostenido que “a la luz de la tesis de que la
infracción al art. 173, inc. 7 º, del Código Penal, tiene en mira la totalidad
de la gestión de los mandatarios en el manejo del patrimonio ajeno, por lo
que los distintos episodios infieles no implican reiteración, no multiplican el
delito que sigue siendo único e "inescindible", debe el tribunal a quo
analizar las maniobras probadas en consonancia con la posibilidad de que
la sentencia condenatoria en crisis haya desconocido la garantía del ne bis
in idem.

Ello, toda vez que Jaime Pompas habría incurrido en los
distintos actos que configuraron la administración fraudulenta por la que
fuera condenado, durante una única y continuada gestión en la presidencia
del Banco Social de Córdoba, en la cual los intervalos delictivos dentro de
la sucesión de una actuación aparentemente correcta, no pueden
considerarse como una solución de continuidad en la gestión global”
(CSJN, 26/12/2001, P. 744. XXXVI, Pompas, Jaime y otros s/ p.ss.aa. de
defraudación calificada -causa N° 17/2000-).

Por otra parte, al tratarse de una afectación a las arcas de una 
“(...) asociación sindical que agrupa a todo el personal que presta servicios
en el Poder Judicial de la Nación, ya sea en el orden Nacional y/o Federal,
al personal que revistando presupuestariamente en otros ámbitos estatales
nacionales, provinciales o municipales, privados o en el Patronato de
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Liberados, cumplan funciones inherentes al Poder Judicial y/o bajo su
dependencia directa, y al personal que se desempeñe en forma directa o
indirecta en la promoción prestación o administración del servicio de
justicia, en cualquiera de esos ámbitos y en el ámbito de la Justicia
Ordinaria de la Ciudad de Buenos Aires, Ministerios Públicos, Consejo de
la Magistratura o de los órganos existentes o que en el futuro se crearan en
el ámbito de tales competencias en el orden nacional, municipal y/o

-conforme art. 1 del estatuto gremial- permiten sostener queprovincial (…)” 
su patrimonio está conformado por los aportes de empleados de los distintos
organismos públicos del país, por lo que el reproche de la administración
fraudulenta se encuentra agravado por ser en perjuicio de la administración
pública -art. 174, inc. 5° del C.P.-

Así, la agravante encuentra fundamento en la calidad del
ofendido por el delito, en el cual se plasma los intereses de un grupo
indeterminado de personas vinculadas a la  (Arocena G. &res publica
Balcarce F., “Defraudaciones”, Ed. Hammurabi 2018, p. 278).

Para llegar a esta conclusión, deben tenerse en cuenta tres
elementos indispensables para comprobar la comisión de un delito: la
tipicidad, la antijuridicidad y la culpabilidad. Así, el tipo penal es la
descripción concreta y material de la conducta penalmente relevante, y la
adecuación de la conducta a esa descripción. A su vez, el tipo penal incluye
aspectos objetivos y subjetivos. El primero es, de aquella descripción, la
parte exterior del suceso, mientras que el subjetivo es la voluntad de acción,
lo que interesa para individualizar dicha conducta.

Es decir, en ocasión de analizar el tipo objetivo de la figura
delictiva, resulta clave para la configuración de este delito que, quien fuera
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responsable de administrar bienes ajenos, abusare de la confianza
depositada en él y pudiera generar un conflicto a partir de voluntades
contrapuestas, causando un perjuicio al titular de los bienes.

Tal es el caso de los aquí imputados, quienes eran funcionarios
integrantes de la Comisión Directiva Seccional, y por ende responsables de
la administración del patrimonio de la UEJN, en representación de la
Seccional N° 1 de Tierra del Fuego, y que en el marco de la ejecución de
sus funciones abusaron de dicha confianza depositada, al otorgar préstamos
dinerarios sin la debida autorización de la Comisión Directiva Nacional y
fuera del sistema financiero nacional, y a los cuales se les cobraban tasas de
interés arbitrarias según la persona y sus condiciones particulares.

El otorgamiento de estos préstamos, a su vez, generó un
perjuicio económico en las arcas de la UEJN. Esto viene a colación de las
manifestaciones de los encartados en sus descargos, quienes ubicaron la
responsabilidad del perjuicio económico en la Comisión Directiva Nacional
por frenar el cobro de los préstamos otorgados.

En ese sentido, la acción de dicha comisión, en ocasión de
intervenir la seccional, fue al solo efecto de frenar las actividades que no
sólo no habían sido autorizadas por la sede central, sino que, eran contrarias
a su regulación.

En esta dirección debe entenderse que, el perjuicio no se
configuró por no descontar de los haberes de los afiliados lo acordado con
Bechis y/o Vidal de manera previa, sino al momento de ofrecer un préstamo
y acordar su descuento de manera automática, en carácter de “servicio
social”, conforme el reporte que se hacía al Superior Tribunal de Justicia de
aquella provincia.

Por otro lado, el alquiler en una plataforma pública -como es 
Booking.com- de los departamentos de las calles Las Margaritas y Hol Hol,

http://booking.com
http://booking.com
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pertenecientes a la UEJN, con el fin de ser utilizados por personas ajenas al
gremio, sin la debida autorización de la Comisión Directiva Nacional,
también constituye parte de la maniobra de administración fraudulenta.

Como ya se expuso anteriormente, conforme el estatuto, la
Comisión Directiva Seccional no posee facultad alguna para efectuar un
negocio jurídico que genere obligaciones para la UEJN, aun cuando sean
referidas a la zona de actuación de la misma; salvo cuando contare con
autorización expresa al efecto de la Comisión Directiva Nacional.

De este modo, la disposición de los bienes inmuebles de la
UEJN para fines distintos a los que les corresponde se trata, en definitiva, de
un negocio jurídico que escapa al objeto propio de aquellos actos
autorizados para su ejecución.

Además, debe recordarse que al menos los afiliados oídos en
esta sede, revelaron las dificultades que tenían para su uso, los que
habitualmente estaban ocupados, sin perjuicio de los comentarios de las
publicaciones (las cuales fueron aportadas únicamente por la querella, bajo
certificación actuarial, ya que cuando este juzgado quiso acceder a las
mismas no fueron habidas por la empresa Booking.com, por haberse dado
de baja) en la que diferentes personas narran su experiencia en los
inmuebles.

Ahora bien, respecto al tipo subjetivo del delito, esta figura
exige que la acción típica se realice con dolo; es decir, con voluntad de
realizarlo.

En el presente caso, se encuentra demostrado que, el
comportamiento de Bechis, Vidal y Méndez Stiglich, revelan un claro
conocimiento de las acciones desarrolladas.

Véase que, por ejemplo, alquilar los departamentos a personas
ajenas al gremio, sin debida autorización de la Comisión Directiva

http://booking.com
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Nacional, y que generó una obligación de derecho mediante un negocio
jurídico, se realizó únicamente para obtener una ganancia para la Seccional
N° 1 (ya que, se recuerda, los nombrados consideraban que se trataba de una
entidad autónoma del gremio), y la misma se dispuso de manera arbitraria.

Similar situación se presenta con la concesión de los préstamos,
los cuales se cobraban en varias oportunidades en cuotas y con tasas de
interés que, según los imputados, buscaban “no desfinanciar” la seccional.
Esto, en definitiva, resultó un lucro indebido, porque se cobró excedentes en
concepto de tasas y/o intereses, en el marco de préstamos ilegítimos, a
efectos de recaudar en excedencia de lo concedido.

Comprobada la tipicidad, también se encuentra corroborado
que el accionar de los encartados resultó ser antijurídico. Así, resulta
menester destacar que el bien jurídico que se protege mediante la
tipificación del delito de administración fraudulenta es la propiedad, como
cosa valiosa, digna de resguardo y valorable económicamente.

Dicho ello, es posible afirmar que en la presente causa los
encartados se comportaron de manera antijurídica, es decir contraria a la ley,
y así se vio efectivamente afectado el patrimonio gremial, propiedad de la
UEJN, generando una pérdida dineraria de aproximadamente $ 10.000.000,
a raíz de los préstamos dinerarios otorgados irregularmente.

Por último, ya aclarada la tipicidad y la antijuricidad del actuar
de los encartados, corresponde expedirse respecto a la culpabilidad de sus
acciones.

Así, también se encuentra corroborado que Luis Simón Bechis
y Daniel Oscar Vidal son autores responsables de esta administración
fraudulenta, de manera conjunta, en carácter de Secretario General y
Secretario de Finanzas, respectivamente, de la Seccional N° 1 de Tierra del
Fuego.
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Ello, a partir de ser quienes autorizaron y otorgaban los
préstamos dinerarios irregulares, los cuales se transferían desde las cuentas
bancarias personales de Bechis (una de ellas a nombre de su esposa y en la
cual éste era co-titular) o desde la cuenta bancaria de la seccional que
manejaba Vidal.

Los nombrados, a su vez, eran quienes realizaban los informes
para el Superior Tribunal de Justicia de Tierra del Fuego respecto de los
montos a descontar en concepto de “servicios sociales”, realizaban los
balances de la seccional y los presentaban ante la Comisión Directiva
Nacional, y eran quienes decidían respecto al patrimonio que administraba
la seccional.

Es decir, eran quienes tenían autoridad financiera y
representaban, jurídicamente y a nivel contable, a la seccional. Por ende, sus
roles resultaron sustanciales para la ejecución de la maniobra delictiva, y los
ubican en calidad de coautores. -art. 45 del C.P.-

En este marco, Lucas Méndez Stiglich aparece prestando un
grado de colaboración que ha resultado esencial en la maniobra reprochada,
toda vez que, si bien carecía del control del patrimonio, a la luz del cargo
que ostentaba, ello no le impedía colaborar con la gestión en orden a los
alquileres señalados y en su registración, por lo que habrá de responder
como partícipe necesario. -art. 45 del C.P.-

Finalmente cabe señalar que, los descargos de los imputados no
resultan verosímiles, ni exhiben la entidad suficiente para conmover el
cuadro ya existente en su contra, por lo que sólo aparecen como un mero
intento de mejorar su situación procesal.

Por el contrario, se evidencia el pleno conocimiento que los
autores tenían, como directivos de la referida entidad, de las acciones
irregulares realizadas.
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Por todo lo expuesto, habrá de disponerse el procesamiento de
Luís Simón Bechis, Daniel Oscar Vidal - en calidad de coautores- y de
Lucas Méndez Stiglich -como partícipe necesario-, en orden al delito de
administración fraudulenta en perjuicio de la administración pública. (arts.
45, 173 inc. 7 y 174 inc. 5 del C.P.)

V. SITUACION DE LIBERTAD:
Corresponde en este tópico evaluar la posible restricción o no,

de la libertad de los imputados.
De conformidad con los argumentos que habrán de exponerse,

el presente temperamento habrá de imponerse sin prisión preventiva (art.
310 del C.P.P.)

En efecto, el suceso endilgado, la calificación jurídica
adoptada, la escala penal establecida por la figura en estudio, la gravedad y
naturaleza del hecho investigado, con las particularidades que denota y las
características personales de los encausados consagran la decisión que se
adelanta.

A ello debe sumarse la carencia de patrones que tornen viable
la selección de un criterio restrictivo sobre su libertad ambulatoria y lo
normado por los arts. 9 y 11 inc. 1 de la Declaración Universal de los
Derechos Humanos y arts. 7 inc. 1, 2 y 3 y 8 inc. 2 de la Convención
Americana sobre Derechos Humanos Pacto de San José de Costa Rica (Ley
23.054).

Obsérvese que, conforme las actuaciones labradas, tanto Luís
Simón Bechis, como Daniel Oscar Vidal y Lucas Méndez Stiglilch poseen
su domicilio constatado, como así también que al ser interiorizados de la
audiencia fijada en autos comparecieron y proporcionaron sus datos
filiatorios y de contacto.
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En consecuencia, no se advierten circunstancias que permitan
arribar a la conclusión de que los encausados se alejaran de su domicilio de
residencia, eludiendo así el proceso, en lo que puede resultar el riesgo de
fuga.

Tampoco se observan circunstancias mediante las cuales
puedan entorpecer y/o afectar la investigación, a través de la obstrucción de
la recolección de futuras probanzas o el normal desarrollo de la instrucción.
     Además, no existen a la fecha, diligencias procesales que puedan verse
comprometidas por alguna actividad de los encausados.

Es decir, en el presente caso, no existen motivos para adoptar
alguna de las medidas de coerción establecidas por el art. 210 del Código
Procesal Penal Federal -ley 27.063-

En ese contexto, debe tenerse en cuenta que “(…) Si los
magistrados que entienden en la causa no tienen posibilidad de demostrar
que existe suficiente evidencia de una eventual intención de fuga u

 CIDHocultamiento, la prisión preventiva se vuelve injustificada (…)”
Informe del 11/3/1997.

Ante el escenario referido, descartado ese peligro y toda posible
fuga de los nombrados, corresponde sujetarlos a proceso en orden a la
calificación legal indicada sin privarlos de la libertad de la que vienen
gozando.

VI. EMBARGO:
Respecto del embargo a fijar en la presente, debe considerarse

lo dispuesto en el art 518 del C.P.P., en cuanto establece que “[a]l dictar el
auto de procesamiento, el juez ordenará el embargo de bienes del imputado
o, en su caso, del civilmente demandado, en cantidad suficiente para

.garantizar la pena pecuniaria, la indemnización civil y las costas…”
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A colación de ello, el Superior ha resuelto en reiteradas
ocasiones: “la naturaleza cautelar del auto que ordena el embargo tiene
como fin garantizar en medida suficiente una eventual pena pecuniaria o
las costas del proceso y el aseguramiento de las responsabilidades civiles

 (C.C.C.Fed., Sala I, in re: “La Giglia, Horacio Javier s/emergentes”
Procesamiento y Embargo”, causa 31.680, rta. 28/4/00).

Se desprenden de lo expuesto tres categorías normativas que
deben tomarse en cuenta para ponderar el monto del embargo que
corresponde en la oportunidad del dictado de un auto de procesamiento.

Con relación a las costas del proceso, conforme el art 533 del
C.P.P., quedan incluidas la tasa de justicia, los honorarios devengados por la
querella, los/as perito/as y demás gastos originados en la tramitación de la
causa.

La tasa de justicia para delitos de monto indeterminado,
prevista por el art. 6 de la ley 23.898, fue fijada en la Acordada N° 15/22 de
la Corte Suprema de Justicia de la Nación en la suma de $4700, piso
pecuniario que deberá imponerse en el caso de que los encartados tengan
asistencia oficial, el delito que le sea reprochado no prevea pena de multa y
no existan reparaciones civiles.

En virtud de ello, debe considerarse que, si bien los delitos bajo
investigación no contemplan pena de multa, y tampoco resulta de aplicación
al caso lo establecido por el art. 22 bis del C.P., lo cierto es que los aquí
encausados poseen defensa oficial.

También, debe atenderse a una eventual indemnización civil
teniendo en cuenta las características de la maniobra. A los efectos de
establecer el monto del embargo que corresponde trabar, debe valorarse la
entidad del hecho que se imputa, así como también el grado de compromiso
en la maniobra investigada, conforme lo sostenido por D´Albora al analizar
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el art. 518 del C.P.P., con cita del fallo de la Excma. Cámara Nacional en lo
Penal Económico, Sala A, J.A, 1995 – III, página 256 (cfr. D´Albora,
Nicolás F, Código Procesal Penal de la Nación Anotado. Comentado.
Concordado, Abeledo Perrot, 2009, pág. 928).

Así las cosas, de acuerdo con las características del hecho
perpetrado, deberá ordenarse el embargo de los bienes de los imputados por
la suma de pesos que a continuación se dispondrá, por estimar que ese
monto resulta suficiente y adecuado para responder por los gastos
originados en este proceso, en el caso de que resulte condenados.

Por lo expuesto, y por así corresponder;
SE RESUELVE:
I) ORDENAR EL PROCESAMIENTO SIN PRISION

PREVENTIVA de , de las demás condiciones LUIS SIMON BECHIS
personales ya consignadas, por considerarlo “  co-autorprima facie”
penalmente responsable del delito de administración fraudulenta en
perjuicio de la administración pública (arts. 45, 173 inc. 7 y 174 inc. 5 del
C.P., y arts. 306, 310 y ccds del C.P.P.).

II) TRABAR EMBARGO sobre los bienes de LUIS SIMON
 hasta cubrir la suma de BECHIS SESENTA MILLONES DE PESOS

 -art. 518 y ccds. del C.P.P.-($60.000.000)
III) ORDENAR EL PROCESAMIENTO SIN PRISION

PREVENTIVA de , de las demás condiciones DANIEL OSCAR VIDAL
personales ya consignadas, por considerarlo “  co-autorprima facie”
penalmente responsable del delito de administración fraudulenta en
perjuicio de la administración pública (arts. 45, 173 inc. 7 y 174 inc. 5 del
C.P., y arts. 306, 310 y ccds del C.P.P.).
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IV) TRABAR EMBARGO sobre los bienes de DANIEL
 hasta cubrir la suma de OSCAR VIDAL SESENTA MILLONES DE

-art. 518 y ccds. del C.P.P-PESOS ($60.000.000) 
V) ORDENAR EL PROCESAMIENTO SIN PRISION

PREVENTIVA de , de las demás LUCAS MENDEZ STIGLICH
condiciones personales ya consignadas, por considerarlo “prima facie”
partícipe necesario penalmente responsable del delito de administración
fraudulenta en perjuicio de la administración pública (arts. 45, 173 inc. 7 y
174 inc. 5 del C.P., y arts. 306, 310 y ccds del C.P.P.).

VI) TRABAR EMBARGO sobre los bienes de LUCAS
 hasta cubrir la suma de MENDEZ STIGLICH CUARENTA MILLONES

 -art. 518 y ccds del C.P.P.-DE PESOS ($40.000.000)
 Regístrese en el sistema Lex 100, notifíqueseVII)

electrónicamente a la Fiscalía Federal N° 11 y a la Defensoría Oficial ante
los Tribunales Federales, como así también a los imputados mediante correo
electrónico. Firme que resulte, comuníquese al Registro Nacional de
Reincidencia y a la Policía Federal Argentina, por los canales digitales
correspondientes.
 
 
Ante mí:
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